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SALA SEGUNDA

Excmos .  S res . :

Don Luis López Guerra

Don Eugenio Dfaz Eimil

Don A1varo Rodrf guez Berej-jo

Don üosé Gabaldón L6pez

Don ,Jul io D. GonzáLez Campos

Don Carles Viver i  Pi-Sunyer

NUM.  REGISTRO:  L .2L0 /L993 .

ASIINTO: Recurso

promovj-do por don

Señorans.

de amparo

Manue1 Torres

SOBRE: Contra Sentencia de la

Audiencia Provinclal de Lugo en

apelac ión ( ro11o núm. 7t /93)

contra Ia dictada por eI

,Juzgado de fnstrucción núm. 1

de esa Caplt,al en aut,os de

ju ic io  de f  a l tas núrm. 83 /9L,

sobre accidente laboral con

resultado de muerte.

La SaIa, ha examinado la pieza separada de

suspensión abierta en el- recurso de amparo interpuesto por don

Manuel Torres Señorans.

r. AMTECEDEMTES

1. Por escrito presentado en eI Juzgado de Guardia eI 16 de

abr i l  de 1993 y reg is t rado en este Tr ibunal  e l  d fa L9

siguiente, don Rafael ArEíz de Solórzano y Arbex, Procurador de

los Tribunales y de don Manuel Torres Señorans, int,erpone

recurso de amparo contra la Sent,enc j-a de Ia Audiencia

Provincial de Lugo de 5 de marzo de 1993, desestimatoria de1

recurso de apelación (ro11o núm. 7t/93) promovido contra Ia

dictada por el Juzgado de Instrucción nfun. 1 de esa capital, de

fecha l de jul io de L992, €rr los autos del juicio verbal nr1rn.

83/9t ,  sobre acc idente labora l  con resul tado de muerte.
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2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda son,

sucint,amente expuestos, los que slguen:

a) Con motj-vo de un accidente de trabajo ocurrido en una

obra en e1 que resultó fal- lecido uno de los obreros, s€ siguie-

ron di l igencias previas núrm. 741/89, tramitadas por el Juzgado

de Instrucción nr1m. I de Lugo, a cuyo frente se encont,raba el

Magistrado don Modesto Pérez Rodrfguez. Según se dice en la

demanda, por Auto, de 4 de octubre de L99L fue acordado el

sobreseimiento l ibre de 1as actuaclones y reputado fal-ta el

hecho que dio origen a las mismas.

b) Incoado juicio de faltas, s€ dictó Sentencia que condenó

aI hoy demandante de anparo como autor de una falta del art.

586 bis del Código Penal a quince dfas de arresto menor, multa

de 100.000 pesetas pago de costas y  a l  abono de una

indemnización a los perjudicados por eI falIeclmlent,o (viuda e

h l j os )  en  una  can t i dad  to ta l  de  58 .000 .000  de  pese tas ,  con

declaración de Ia responsabil- idad civi l  subsidiaria de 1a

empresa Cámara S.A. ,  absorb ida por  "Precon" .

c) Contra esta Sentencj-a recurrieron en apelación, además

de otras personas, €1 aqul demandante y la empresa declarada

responsable civi l  subsidiaria. El Magistrado de 1a Audiencj-a

Provincial de Lugo don Modesto Pérez Rodrfguez (que habfa sido

el- inlcial instructor de las di l igencias previas) pronunció

Sentencia en Ia eu€, estimando parcialmente eI recurso de

apelación, modif icó en parte los hechos probados -en eI sentido

de precisar que habla sido e} demandante, como empleado de la

empresa Cámara S.A. ,  qu ien estaba encargado del  monta je de1

pilar que se derrumbó y causó el fal lecimiento- y redujo en el

fa l lo  las indemnizac iones f i jadas en Ia  Sentencj -a.

3. Se interpone recurso de amparo contra las antedichas
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Sentencias, interesando su nulidad. Se solicita tanbién Ia

suspensión de Ia ejecución de las resoluciones lmpugnadas.

Entiende eI demandante de anparo que se ha lncurrido en

in f racc ión  de l  a r t .  25 . t  C .E .  en  re lac ión  con  e I  a r t .  9  y  24 .L

tamblén de l-a Constitución, pues ha sido condenado en

apl lcac ión de un precepto (ar t .  586 b is  de l  Códlgo Penal )

introducido por Ia Ley orgánica 3/1989, que no est,aba vigente

en el moment,o de causacj-ón de los hechos -9 de junio de 1989-.

Denuncla igualmente Ia vulneración del derecho a Ia presunción

de inocencia, aI no haberse practicado prueba de cargo bastante

para enervar dicha presunción constitucional. La Sentencia de

instancla, en este aspecto, no menciona al demandante condenado

entre los hechos declarados probados. Por últ imo, se habrfa

transgredido t,ambién e]- derecho del actor a ser juzgado por un

,Juez imparcial, pues eI Magistrado que intervino en la

resolución del recurso de apelaclón fue el mlsmo que instruyó

las di l igencias previas después transformadas en juicio de

fa l t as .

4.  Por  prov idencia,  de 2 de novlembre de 1993,  fa  Sección

Cuarta de este Tribunal acordó admltir a t,rámite la demanda de

amparo. Por providencia de igual fecha se acordó formar pieza

separada para Ia tramitación de1 incidente de suspensión Y, de

conformidad con 1o dispuesto en el art. 56 LOTC, conceder un

plazo de tres dfas aI demandante de a¡nparo y al Ministerio Fis-

cal para que alegaran 1o que est, imasen pert inente sobre la

suspensión in teresada.

5. El escrito de alegaciones de la representación procesal

del  recurrente se registró eI  10 de noviembre de 1993. Tras

referirse a la doctrina sentada por este Tribunal en materia de
suspensión de resoluciones impugnadas en vfa de amparo, alega
el- demandante que "en eI presente caso l-a no suspensión oca-
sionarfa graves e irreversibles perjuj-cios a la recurrente, que

condicionarfan el resultado final- de1 proceso sj- Ia demanda de
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amparo fuese estimada, yd eu€, en tal supuesto y en atención a

la cuantfa económica de Ia Sentencia impugnada, asf como a los

escasos recursos económlcos de Ia parte recurrida, harfan

irrealizable relntegrar a la recurrente Ia cantj-dad objeto de

indemnización". Se a1ega, además, que con Ia suspensión

interesada no se ocasionarfa pert,urbaclón grave de los

intereses generales ni de los de quienes han obt,enldo eI

derecho a la indemnización, pues el pago de las mismas viene

garantizado en t,odo caso por la solvencia de la recurrente.

Por 1o expuesto, s€ interesa Ia suspensión de Ia Sentencia

de la Audlencia Provincial- de Lugo.

6. E1 Minister io Fiscal  registró su escr i to de alegacj-ones

e1 L1 de noviembre de 1993. Una vez expuesta la doctrina

constituclonal en la materia, alega el Ministerio Ptlblico que

e} recurso de anparo perderfa su finalidad si se ejecutara la

pena de arresto j-mpuesta en las Sentencias recurridas; no

sucederfa taI  cosa, s in embargo, €n eI  caso de que se ejecuten

las Sentencias en la parte relativa a las indemnizaciones y

multa. Por tanto, el Ministerio Fiscal entiende que sóIo

procede acceder a la suspensión en 1o que a la pena de arresto

se  re f ie re .

II. FI'NDAIIIENTOS JURIDICOS

1. EI art .  56.1 LOTC permite aI  Tr ibunal  Const i tucional

suspender ta ejecución del acto o resolución por raz6n del cual

se reclame el amparo cuando la ejecución hubiera de ocasionar

un perjuicio que harfa perder aI amparo su finalidad, a menos
que de la suspensión se siga perturbación grave de los intere-

ses generales o de los derechos fundament,ales o l lbertades pr1-

bl icas de un tercero.
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Tratándose de resoluciones judic ia les,  e l  cr l ter io general

es el de Ia no suspensión, habida cuenta del- int,erés general

que se  desprende de  su  e jecuc ión  (AATC L25/1989,  306/L99L,

entre otros muchos).  Cr i ter io general  gü€, por 1o demás, y

según se ha dicho, ofrece como excepción el supuesto en que Ia

ejecución de la resolución impugnada haga perder al amparo su

finalidad o cause daños o perjuicios de imposible o diffcl l

reparación.

2.  En eI  presente caso, €s preclso dist inguir  -de acuerdo

con reiterada doctrina de este Tribunal- entre los distintos
pronunciamientos contenidos en 1a parte dispositlva de las

resoluciones judicíales impugnadas. Es evidente que Ia

ejecución de la pena privativa de l ibertad impuesta aI

recurrente harfa perder al- amparo, caso de estlmarse, su

finalidad. Por ello, procede acordar Ia suspensión de la

ejecución de 1as Sent,encias en ese concreto punto.

Por eI cont,rarlo, no es menos evldente que la ejecución de

las penas de contenido económico (multa, indemnizaclones y cos-

t.as) no ha de perjudicar en absoluto la finalidad de1 presente

recurso en e1 caso de que, eventualmente, so resuelva en su dfa
por Sentencia estimatoria. A eIlo sól-o cabrfa oponer eI even-

tual e irreparable quebranto económico que la eJecución podrfa

suponerle al demandante; sj-n embargo, nada alega sobre el
particular el recurrente, de cuya obligación al- pago de las

indemnizaciones ha de responder, además, con carácter

subsldiario, una entidad mercantil. Tampoco cabe oponer Ia

hipotética dif icultad representada por Ia circunstancia de que

la escasez de recursos de Ios beneficiarios de Ia indemnización
puede hacer imposlble la restitución de las cantidades abonadas

en eI supuesto de que vinieran finalmente obllgados a ello. S1n

embargo, y al- objeto de garantizar la eventual devolución de

Ias cantidades que Ia recurrente debe pagar en concepto de
indemnizaciones, sf procede condicionar l-a ejecuclón de las



@

ffi
g

. TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL

w¡Www,6w

U-=
I

o'6

o
o

E

@
gÉ
c,

I

- 6 - 0 0 51-4980

Sentencias en ese punto a la prestación de caución suficiente,

en Ia cuantfa que det,ermj-ne el órgano judicial competente para

la ejecución, por parte de los benef j -c iar ios de las

i-ndemnizaciones .

Por 1o expuesto, la Sala acuerda suspender Ia ejecución de

Ia pena prlvativa de libertad lmpuesta al demandante de amparo

y denegar Ia suspensión de ]a ejecución de las obligaciones de

carácter económico establecidas en las Sentencias recurridas,

condicionando, rro obstante, €l pago de las indemnizaciones a Ia
prest,ación de caución suf iciente, a determinar por eI 'Juzgado

de Instrucción núm. 1 de Lugo.

Madr id,

noventa y  t res.

a trece de dicienbre de nil novecientos
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